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transmita copias de la misma y de la nueva Ley del Trabajo, y más información sobre las disposiciones pertinentes y su 
aplicación en la práctica, y expresa el deseo de que las organizaciones más representativas de empleadores y de trabajadores 
formulen opiniones o comentarios respecto de la nueva legislación, con el fin de permitirle evaluar los criterios de 
representatividad recientemente establecidos y determinar si los criterios establecidos son compartidos por los interlocutores 
sociales más representativos. 
La Comisión espera que el Gobierno haga todo lo posible para adoptar, en un futuro cercano, las medidas 

necesarias. 
Tomando nota de la adopción de la nueva Ley del Trabajo en 2014, la Comisión invita al Gobierno a 

proporcionar informaciones sobre las disposiciones que den efecto a los artículos del Convenio y su aplicación en la 
práctica. 

Ecuador 
Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho 
de sindicación, 1948 (núm. 87) (ratificación: 1967) 
La Comisión toma nota de las observaciones conjuntas de la Unión Nacional de Educadores (UNE), de la 

Internacional de Servicios Públicos-Ecuador (ISP-E) y del Frente Unitario de Trabajadores (FUT) recibidas el 23 de 
agosto de 2015, así como de las observaciones de la Confederación Sindical Internacional (CSI) recibidas el 1.º de 
septiembre de 2015, ambas comunicaciones sindicales refiriéndose a cuestiones examinadas en la presente observación y 
en la solicitud directa correspondiente. La Comisión toma nota adicionalmente de que las observaciones de las citadas 
organizaciones sindicales ecuatorianas denuncian el papel activo del Gobierno en la creación de la Confederación 
Nacional de Trabajadores del Sector Público, de la Central Unitaria de Trabajadores y de la Red de Maestros. La 
Comisión pide al Gobierno que envíe sus comentarios al respecto. La Comisión también toma nota de las observaciones 
de carácter general de la Organización Internacional de Empleadores (OIE) recibidas el 1.º de septiembre de 2015. 

La Comisión toma nota de los comentarios del Gobierno en respuesta a las observaciones de 2014 de la ISP-E, del 
Comité permanente intersindical y de la UNE relativas a las acciones penales iniciadas en contra de la Sra. Mery Zamora 
(ex presidenta de la UNE), del Sr. Carlos Figueroa (ex secretario ejecutivo de la Federación Médica Ecuatoriana) y del 
Sr. Fernando Villavicencio (ex dirigente sindical del sector petrolero). El Gobierno manifiesta que: i) mediante sentencia 
de 27 de mayo de 2014, la Corte Nacional de Justicia absolvió de responsabilidad a la Sra. Mery Zamora, quien había sido 
declarada anteriormente culpable del delito de destrucción, deterioro, inutilización, interrupción o paralización de 
servicios públicos; ii) el Sr. Carlos Figueroa fue declarado culpable el 13 de marzo de 2014 del delito de injuria 
calumniosa en contra del Presidente de la República y salió del Centro de rehabilitación social de Quito el 17 de enero de 
2015, y iii) el Sr. Fernando Villavicencio fue condenado por el mismo delito el 16 de abril de 2013 y el 23 de marzo de 
2015, después de la presentación de varios recursos, el juez nacional declaró prescrita la pena impuesta en contra del 
mismo. La Comisión toma nota de que en sus observaciones de 2015, la UNE, la ISP-E y el FUT así como la CSI 
denuncian: i) la violación por el Estado de las medidas cautelares ordenadas por la Comisión interamericana de derechos 
humanos a favor del Sr. Carlos Figueroa, y ii) la persistencia de la persecución de la cual sería objeto la Sra. Mery 
Zamora. Las organizaciones sindicales manifiestan que la sentencia de absolución de la Sra. Mery Zamora fue recurrida 
por la Fiscalía General del Estado por medio de una acción extraordinaria de protección ante la Corte Constitucional a 
pesar de que dicho recurso tenga la finalidad de proteger los derechos fundamentales de las personas y no los intereses del 
Estado. La Comisión expresa su preocupación acerca de los casos expuestos y recuerda que el ejercicio pacífico de las 
actividades sindicales, incluido el derecho de expresar opiniones, no debe dar lugar a inculpaciones, condenas o acciones 
legales extraordinarias por parte del Gobierno contra dirigentes sindicales y sindicalistas. La Comisión pide al Gobierno 
que tome plenamente en cuenta estos principios en el futuro y que siga informando de la situación de la Sra. Mery 
Zamora. 

La Comisión toma nota de los comentarios del Gobierno en respuesta a las observaciones de la ISP-E, del comité 
permanente intersindical y de la UNE de 2014, relativas a la negación del registro de la nueva directiva de la UNE. El 
Gobierno manifiesta que el Ministerio de Educación negó el registro de dicha directiva por no haberse adjuntado la 
documentación requerida por el artículo 21, a), del reglamento para el funcionamiento del sistema unificado de 
información de las organizaciones sociales y ciudadanas (decreto ejecutivo núm. 16 de 20 de junio de 2013) y por no 
haberse respetado varias disposiciones de los estatutos de la UNE. 

Al tiempo que señala que las cuestiones de orden general planteadas por el decreto ejecutivo núm. 16 se examinan 
en la solicitud directa que complementa la presente observación, la Comisión recuerda que, en virtud del artículo 3 del 
Convenio, las elecciones de las directivas sindicales constituyen un asunto interno de las organizaciones en el que las 
autoridades administrativas no deberían injerir. En este sentido, el eventual cuestionamiento de la regularidad de las 
elecciones sindicales debería primero dar lugar a la aplicación de los mecanismos previstos en los propios estatutos de la 
organización y, en caso de no poder ser resuelto internamente, debería ser sometido a la justicia. Con base en lo anterior, 
la Comisión pide al Gobierno que registre la nueva directiva de la UNE y que informe de toda evolución a este 
respecto. 
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La Comisión toma nota asimismo del informe de la Misión técnica de la OIT que, a invitación del Gobierno, visitó el 
país del 26 al 30 de enero de 2015 en seguimiento de la discusión que tuvo lugar en el seno de la Comisión de Aplicación 
de Normas de la Conferencia Internacional del Trabajo en junio de 2014 respecto de la aplicación por el Ecuador del 
Convenio sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva, 1949 (núm. 98). La Comisión aprecia que el 
Gobierno ha aceptado ampliar el mandato de dicha Misión a las cuestiones legislativas planteadas por la Comisión en 
relación con el Convenio núm. 87. 

Artículo 2 del Convenio. Derecho de los trabajadores de crear sin autorización previa las organizaciones que 
estimen convenientes. Imposibilidad de constituir más de una organización sindical en las dependencias del Estado. 
En sus comentarios anteriores, la Comisión pidió al Gobierno que tome medidas para revisar el artículo 326.9 de la 
Constitución que prevé que para todos los efectos de la relación laboral en las instituciones del Estado, el sector laboral 
estará representado por una sola organización. La Comisión toma nota de que el Gobierno indica que: i) tanto el 
artículo 326.7 de la Constitución que reconoce de manera amplia el derecho a la libertad sindical como las disposiciones 
del Código del Trabajo, las cuales son aplicables a los obreros del sector público, reconocen el derecho de los trabajadores 
del sector público, sin ninguna distinción, de constituir las organizaciones que estimen convenientes, y 
ii) 1 532 organizaciones sindicales de trabajadores públicos son registradas en el país. Tomando debida nota de las 
indicaciones del Gobierno, la Comisión pide al Gobierno que tome las medidas necesarias para revisar el artículo 
326.9 de la Constitución de manera de ponerlo de conformidad con el artículo 2 del Convenio y con las mencionadas 
disposiciones del ordenamiento jurídico ecuatoriano. 

Excesivo número de trabajadores exigido (30) para constituir asociaciones, comités de empresa o asambleas para 
organizar comités de empresa. En su memoria de 2014, el Gobierno había indicado que, en la revisión en curso de la 
legislación laboral, se tendrían en cuenta los comentarios de la Comisión relativos al número mínimo de trabajadores 
exigido para la creación de organizaciones sindicales. La Comisión observa sin embargo que la Ley Orgánica para la 
Justicia Laboral y Reconocimiento del Trabajo en el Hogar (en adelante la Ley para la Justicia Laboral) adoptada en abril 
de 2015 no ha modificado el número mínimo de 30 trabajadores exigido por la legislación. La Comisión toma también 
nota de que el Gobierno afirma en su última memoria que: i) el Convenio no establece un número mínimo específico de 
afiliados, remitiendo su fijación a las instancias nacionales, y ii) el número mínimo de 30 afiliados no constituye un 
obstáculo a la creación de organizaciones sindicales. La Comisión recuerda a este respecto que: i) en virtud del artículo 2 
del Convenio, los trabajadores deben poder crear libremente las organizaciones que estimen convenientes; ii) según se 
indica en su Estudio General de 2012 sobre los convenios fundamentales, párrafo 89, si bien la legislación de los países 
que han ratificado el Convenio puede regular el ejercicio de este derecho por medio de la fijación de un número mínimo 
de afiliados, dicho número debe mantenerse dentro de límites razonables para no obstaculizar la libre constitución de 
organizaciones garantizada por el Convenio, y iii) la Comisión considera de manera general que la exigencia de un 
número mínimo de 30 afiliados para constituir sindicatos de empresa en países cuyas economías se caracterizan por la 
prevalencia de pequeñas empresas obstaculiza la libre constitución de organizaciones sindicales, constatando que el país 
tiene una proporción muy alta de pequeñas empresas y que, además, la estructura sindical nacional se basa en el sindicato 
de empresa, la Comisión, desde la reforma legislativa de 1985 que incrementó el número mínimo de afiliados de 15 a 30, 
ha venido solicitando al Gobierno que se reduzca el número mínimo exigido por la legislación. La Comisión pide, por lo 
tanto, nuevamente al Gobierno que tome las medidas necesarias para revisar los artículos 443, 452 y 459 del Código 
del Trabajo, que establecen varios requisitos y criterios para la constitución de asociaciones, y que informe de toda 
evolución a este respecto.  

Artículo 3. Requisito de ser ecuatoriano para ser directivo sindical. En sus comentarios anteriores, la Comisión 
había pedido al Gobierno que tome medidas para modificar el artículo 459, inciso 4 del Código del Trabajo que exige la 
nacionalidad ecuatoriana para formar parte de la directiva del comité de empresa. A este respecto, la Comisión toma nota 
con satisfacción de que el artículo 49 de la Ley para la Justicia Laboral eliminó del Código del Trabajo la condición de 
nacionalidad antes señalada.  

Elección de trabajadores no afiliados a la directiva del comité de empresa. La Comisión toma nota de que la CSI, 
la UNE, la ISP-E y el FUT denuncian que el nuevo artículo 459, inciso 3, del Código del Trabajo adoptado por la Ley para 
la Justicia Laboral, prevé que la directiva del comité de empresa «se integrará por cualquier persona trabajadora, afiliada o 
no, que se presente en las listas para ser elegida como tal», y en consecuencia viola la autonomía de las organizaciones 
sindicales y permite injerencias tanto del Estado como del empleador en los procesos electorales. La Comisión observa 
que, en virtud del Código del Trabajo, el comité de empresa es una de las formas que pueden asumir las organizaciones 
sindicales en el seno de la empresa, la directiva del comité de empresa siendo elegida por todas las personas trabajadoras 
de la empresa que se encuentren sindicalizadas. Recordando que, en virtud del artículo 3 del Convenio, las organizaciones 
de trabajadores deben tener el derecho de elegir libremente a sus representantes, la Comisión considera que: i) la 
imposición por la legislación de que trabajadores no afiliados puedan presentarse a las elecciones de la directiva del 
comité de empresa es contraria a la autonomía sindical reconocida por la mencionada disposición del Convenio, y ii) las 
candidaturas de trabajadores no afiliados serían aceptables sólo en caso de que sean los propios estatutos del comité de 
empresa los que contemplen esta posibilidad. La Comisión pide por lo tanto al Gobierno que tome las medidas 
necesarias para revisar el artículo 459, inciso 3, del Código del Trabajo de manera que cumpla con el principio de la 
autonomía sindical y que informe de todo avance a este respecto. 



Li
be

rta
d 

sin
di

ca
l, n

eg
oc

iac
ió

n 
co

lec
tiv

a y
 re

lac
io

ne
s 

de
 tr

ab
ajo

 

LIBERTAD SINDICAL, NEGOCIACIÓN COLECTIVA Y RELACIONES DE TRABAJO 

 61 

Penas de prisión en caso de paralización o entorpecimiento de los servicios públicos. En sus comentarios anteriores, 
la Comisión había pedido al Gobierno que tome las medidas necesarias para que se revisen el decreto núm. 105, de 7 de 
junio de 1967, así como el artículo 346 del Código Orgánico Integral Penal de manera que no se impongan sanciones 
penales a los trabajadores que llevan a cabo una huelga pacífica. A este respecto, la Comisión toma nota de que: i) el 
Gobierno indica que el decreto núm. 105 no forma parte del ordenamiento jurídico ecuatoriano desde el año 1971; ii) la 
memoria del Gobierno no se refiere al artículo 346 del Código Orgánico Integral Penal, y iii) durante la Misión técnica de 
la OIT llevada a cabo en enero de 2015, los funcionarios del Ministerio del Trabajo indicaron que el artículo 346 del 
Código Orgánico Integral Penal no había sido previsto para prohibir el derecho de huelga y se discutió la posibilidad de 
que dicha disposición indicara expresamente que las conductas tipificadas no incluyen el ejercicio pacífico del derecho de 
huelga. Recordando que no debe imponerse ninguna sanción penal por la participación en una huelga de manera 
pacífica y que las sanciones penales sólo deberían ser posibles si se cometen actos de violencia contra personas o 
contra bienes u otras infracciones graves contempladas en la legislación penal, la Comisión insta nuevamente al 
Gobierno a que tome las medidas necesarias para que el artículo 346 del Código Orgánico Integral Penal sea revisado 
en el sentido indicado y que informe de toda evolución a este respecto. 

La Comisión plantea otras cuestione en una solicitud dirigida directamente al Gobierno. 

Convenio sobre el derecho de sindicación y de negociación 
colectiva, 1949 (núm. 98) (ratificación: 1959) 
La Comisión toma nota de las observaciones conjuntas de la Unión Nacional de Educadores (UNE), de la 

Internacional de Servicios Públicos-Ecuador (ISP-E) y del Frente Unitario de Trabajadores (FUT) recibidas el 23 de 
agosto de 2015 así como de las observaciones de la Confederación Sindical Internacional (CSI) recibidas el 1.º de 
septiembre de 2015 que contienen por una parte denuncias de violaciones del Convenio en la práctica y, por otra, 
cuestiones legislativas que la Comisión aborda en la presente observación. La Comisión pide al Gobierno que envíe sus 
comentarios en relación con las denuncias de violaciones en la práctica contenidas en las mencionadas observaciones 
sindicales. La Comisión pide también de nuevo al Gobierno que envíe sus comentarios en relación con la denuncia de 
despidos antisindicales en una empresa del sector bananero contenida en las observaciones de la CSI de 2014. 

La Comisión toma también nota del informe de la misión técnica de la OIT que, a invitación del Gobierno, visitó el 
país del 26 al 30 de enero de 2015 en seguimiento de la discusión que tuvo lugar en el seno de la Comisión de Aplicación 
de Normas de la Conferencia Internacional del Trabajo en junio de 2014 respecto de la aplicación por el Ecuador del 
Convenio. 

Aplicación del Convenio en el sector privado 
Artículo 1 del Convenio. Protección contra los actos de discriminación antisindical. La Comisión toma nota con 

interés de que el artículo 33 de la Ley para la Justicia Laboral y el Reconocimiento del Trabajo en el Hogar (en adelante la 
Ley para la Justicia Laboral) adoptada en abril de 2015, que modifica el artículo 187 del Código del Trabajo, prevé que el 
despido intempestivo (despido injustificado) de los miembros de la directiva de una organización sindical será 
considerado ineficaz. La Comisión pide al Gobierno que informe de la aplicación práctica de dicha disposición. 

En sus comentarios anteriores, la Comisión había pedido al Gobierno que tome las medidas necesarias para que la 
legislación incluya una disposición específica que garantice la protección contra actos de discriminación antisindical en el 
momento del acceso al empleo. Tomando nota de que la memoria del Gobierno no se refiere a esta cuestión, la 
Comisión pide nuevamente al Gobierno que tome las medidas solicitadas y que informe de todo avance al respecto. 

Artículo 4. Promoción de la negociación colectiva. En sus comentarios anteriores, la Comisión había señalado la 
necesidad de modificar el artículo 221 del Código del Trabajo relativo a la presentación del proyecto de convenio 
colectivo, de manera que, cuando no exista una organización que reúna a más del 50 por ciento de los trabajadores, las 
organizaciones sindicales minoritarias puedan, por sí solas o en forma conjunta, negociar en nombre de sus miembros. La 
Comisión toma nota de que el Gobierno indica que la mencionada disposición del Código del Trabajo garantiza la 
representatividad de la organización de trabajadores con la cual se celebra el convenio colectivo. Recordando que la 
exigencia de un porcentaje de representatividad demasiado elevado para ser autorizado a participar en la negociación 
colectiva puede dificultar la promoción y el desarrollo de una negociación colectiva libre y voluntaria de conformidad 
con el Convenio, la Comisión pide nuevamente al Gobierno que tome las medidas necesarias para modificar el 
artículo 221 del Código del Trabajo en el sentido indicado. La Comisión pide adicionalmente al Gobierno que informe 
del número de convenios colectivos firmados en los últimos años así como del número de trabajadores y sectores de 
actividad abarcados por los mismos. 

Aplicación del Convenio en el sector público 
Artículos 1 y 2. Protección contra los actos de discriminación antisindical y de injerencia. En sus comentarios 

anteriores, observando la ausencia de disposiciones específicas en materia de discriminación antisindical y de injerencia 
en la Ley Orgánica del Servicio Público (LOSEP), la Ley Orgánica de Empresas Públicas (LOEP), la Ley Orgánica de 
Educación Superior (LOES) y la Ley Orgánica de Educación Intercultural (LOEI), la Comisión había pedido al Gobierno 
que tome las medidas necesarias para garantizar que la legislación aplicable al sector público, cuando menos para los 
trabajadores no incluidos en la excepción del artículo 6 del Convenio, contenga disposiciones que prohíban y sancionen 
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de manera disuasiva todos los actos constitutivos de discriminación antisindical y de injerencia contemplados por los 
artículos 1 y 2 del Convenio. La Comisión observa que, en su informe, la misión técnica de la OIT que visitó el país en 
enero de 2015 había tomado nota del compromiso del Ministro de Trabajo de incorporar en la LOSEP una disposición 
similar a aquella contenida en la Ley para la Justicia Laboral que incluyó en el Código del Trabajo la ineficacia del 
despido injustificado de los representantes sindicales. La Comisión constata sin embargo que la memoria del Gobierno, la 
cual se refiere a la prohibición genérica de la discriminación en la Constitución y la LOSEP, no contiene indicaciones en 
este sentido. A este respecto, la Comisión subraya que la figura de la «compra de renuncia obligatoria», examinada por el 
Comité de Libertad Sindical en el marco del caso núm. 2926, que permite a la administración pública, a cambio del pago 
de una indemnización, cesar de manera unilateral a los servidores públicos sin necesidad de indicar los motivos de la 
terminación de la relación de trabajo, hace aún más necesaria la adopción de disposiciones que protejan de manera eficaz a 
los servidores públicos en contra de posibles actos de discriminación antisindical. La Comisión insta por lo tanto al 
Gobierno a que tome las medidas necesarias para garantizar que la legislación aplicable al sector público contenga 
disposiciones que prohíban y sancionen de manera disuasiva todos los actos constitutivos de discriminación 
antisindical y de injerencia contemplados por los artículos 1 y 2 del Convenio. 

Artículos 4 y 6. Ámbito subjetivo de la negociación colectiva en el sector público. En sus comentarios anteriores, 
la Comisión había observado que la LOEP, la LOSEP, la LOES y la LOEI no reconocen el derecho de negociación 
colectiva a los servidores públicos y que tan sólo los obreros del sector público, regidos por el Código del Trabajo, pueden 
negociar colectivamente. Recordando que el Convenio se aplica a los funcionarios públicos que no trabajan en la 
administración del Estado (por ejemplo los empleados de empresas públicas, los empleados municipales y los de entidades 
descentralizadas, los docentes del sector público y el personal del sector del transporte aéreo), la Comisión había pedido al 
Gobierno que tome las medidas necesarias para extender el derecho de negociación colectiva a todas las categorías de 
empleados públicos abarcadas por el Convenio. A este respecto, la Comisión toma nota de que el Gobierno manifiesta que 
los servidores públicos tienen el derecho de asociarse y que gozan de condiciones económicas superiores a las del sector 
privado así como de un amplio catálogo de derechos que permiten dar respuesta a sus necesidades. Subrayando que, en 
virtud del Convenio, los trabajadores abarcados por el mismo deben tener el derecho de negociar colectivamente 
independientemente de los demás derechos o beneficios de los que gocen, la Comisión insta al Gobierno a que, en 
consulta con las organizaciones sindicales concernidas, tome las medidas necesarias para revisar la LOSEP y leyes 
conexas de manera que se reconozca el derecho de negociación colectiva de los funcionarios públicos que no trabajan 
en la administración del Estado. 

Adicionalmente, la Comisión toma nota de que la UNE, la ISP-E, el FUT y la CSI alegan que un proyecto de 
enmiendas constitucionales, en trámite desde junio de 2014 ante la Asamblea Nacional y que prevé que los obreros del 
sector público actualmente abarcados por el Código del Trabajo pasen a ser sometidos a las leyes administrativas que 
rigen las condiciones de trabajo de los servidores públicos, tiene la finalidad de eliminar por completo el derecho de 
negociación colectiva en el sector público. La Comisión observa que el mencionado proyecto de enmiendas 
constitucionales dio lugar a amplias discusiones ante la misión técnica de la OIT en enero de 2015 y que fue objeto de 
conclusiones y recomendaciones del Comité de Libertad Sindical en noviembre de 2015, en el marco del caso núm. 2970. 
La Comisión toma nota de que el Comité le remitió los aspectos legislativos del caso. 

A este respecto, la Comisión toma nota de que: i) con miras a unificar el régimen jurídico de los trabajadores del 
sector público, las mencionadas enmiendas constitucionales prevén la eliminación del tercer inciso del artículo 229 de la 
Constitución y la modificación del inciso 16 del artículo 326 de tal manera que los obreros del sector público actualmente 
abarcados por el Código del Trabajo pasen a ser sometidos a la LOSEP y a las demás leyes administrativas que rigen las 
condiciones de trabajo en el sector público, y ii) la disposición transitoria única del proyecto de enmiendas prevé que los 
obreros del sector público contratados con anterioridad a la entrada en vigor de las enmiendas no perderán los derechos 
garantizados por el Código del Trabajo. 

La Comisión observa por lo tanto que la adopción de las enmiendas constitucionales tendría el efecto de ampliar el 
ámbito de aplicación de la LOSEP y otras leyes administrativas a la totalidad de los trabajadores del sector público, con la 
única excepción de los obreros del sector público contratados con anterioridad a la entrada en vigor de las enmiendas. En 
la medida en que, como ya se ha señalado, las mencionadas leyes administrativas no reconocen el derecho de negociación 
colectiva de los servidores públicos, la Comisión constata con preocupación que la adopción de las enmiendas 
constitucionales supondría, en el estado actual de la legislación, una extensión del incumplimiento del artículo 4 del 
Convenio que reconoce el derecho de negociación colectiva de los trabajadores del sector público que no prestan sus 
servicios en la administración del Estado. En este sentido, la Comisión considera, al igual que el Comité de Libertad 
Sindical, que la discusión del proyecto de enmiendas constitucionales hace más urgente aún la necesidad de reformar la 
LOSEP y demás leyes administrativas de manera de ponerlas en conformidad con el Convenio. Al tiempo que toma nota 
de que el Gobierno indicó al Comité de Libertad Sindical que adoptaría normas que regulen de manera más específica los 
derechos sindicales de los servidores públicos una vez adoptadas las enmiendas constitucionales, la Comisión observa que 
no ha recibido informaciones sobre iniciativas concretas para reformar la legislación en el sentido indicado. La Comisión 
insta por lo tanto al Gobierno a que inicie de inmediato un proceso de consultas con las organizaciones de trabajadores 
del sector público con miras a tomar las medidas necesarias para asegurar que el proyecto de enmiendas 
constitucionales contribuya a la aplicación del artículo 4 del Convenio y que la legislación aplicable al sector público 
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cumpla con el mismo. Recordando que el Gobierno puede valerse de la asistencia técnica de la Oficina, la Comisión 
pide al Gobierno que informe de todo avance al respecto. 

Ámbito material de la negociación colectiva en el sector público. En sus comentarios anteriores, la Comisión había 
observado que la LOSEP y la LOEP no permitían que los trabajadores del sector público con el derecho de firmar 
convenios colectivos (los obreros del sector público regidos por el Código del Trabajo) pudieran negociar el nivel de sus 
remuneraciones. Recordando la aplicabilidad del Convenio a los funcionarios públicos que no trabajan en la 
administración del Estado, la Comisión había pedido al Gobierno que tome las medidas necesarias para restaurar el 
derecho de los trabajadores del sector público abarcados por el Convenio de negociar colectivamente sus remuneraciones. 
A este respecto, la Comisión toma nuevamente nota de que el Gobierno manifiesta que los trabajadores del sector público 
gozan de condiciones económicas superiores a las del sector privado así como de un amplio catálogo de derechos que 
permiten dar respuesta a sus necesidades. La Comisión observa también que el nuevo artículo 118 del Código del Trabajo 
revisado por la Ley para la Justicia Laboral adoptada en abril de 2015 prevé que el Ministerio de Trabajo fijará las 
remuneraciones y determinará las escalas de incremento aplicables a los servidores públicos y a los obreros del sector 
público. Recordando nuevamente, en respuesta a comentarios anteriores del Gobierno, que existen mecanismos que 
permiten compaginar la protección del principio de igualdad de remuneración por un trabajo de igual valor en el 
sector público y el respeto de las disponibilidades presupuestarias, por una parte, y el reconocimiento del derecho de 
negociación colectiva, por otra, la Comisión insta al Gobierno a que tome las medidas necesarias para que se restaure 
el derecho de negociación colectiva sobre el conjunto de las materias que afectan a las condiciones de empleo y de 
trabajo de los servidores y trabajadores del sector público abarcados por el Convenio, así como que informe sobre toda 
evolución al respecto. 

Control del carácter abusivo de los convenios colectivos en el sector público por el Ministerio de Trabajo. La 
Comisión recuerda que el Comité de Libertad Sindical le remitió el examen de los aspectos legislativos del caso 
núm. 2684 (372.º informe, párrafos 282 y 285) relativo a la violación del derecho de negociación colectiva que se 
desprende de la atribución al Ministerio de Trabajo por los acuerdos ministeriales núms. 00080 y 00155 del control del 
carácter abusivo de los convenios colectivos en el sector público. En sus comentarios anteriores, la Comisión había pedido 
al Gobierno que tome las medidas necesarias para que la determinación del eventual carácter abusivo de las cláusulas de 
los convenios colectivos del sector público sea de competencia del Poder Judicial. La Comisión toma nuevamente nota de 
que el Gobierno indica que la autoridad administrativa no es juez y parte en los procesos de revisión de los contratos 
colectivos en el sector público ya que brinda un apoyo equitativo tanto a la parte empleadora como a la parte trabajadora. 
La Comisión subraya nuevamente que, a la luz del principio de negociación colectiva libre y voluntaria consagrado por el 
artículo 4 del Convenio, la determinación del carácter abusivo de la cláusulas de convenios colectivos en el sector público 
sólo debería tener lugar en caso de violación de la legislación o ante casos sumamente graves de desvirtuamiento de las 
finalidades de la negociación colectiva, dicha determinación debiendo corresponder a la autoridad judicial. La Comisión 
insta por lo tanto nuevamente al Gobierno a que tome las medidas necesarias a este respecto, incluyendo la anulación 
de las disposiciones de derecho interno que atribuyen al Ministerio de Trabajo la determinación del carácter abusivo 
de los convenios colectivos en el sector público. La Comisión pide al Gobierno que informe sobre todo avance a este 
respecto. 

El Salvador 
Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho 
de sindicación, 1948 (núm. 87) (ratificación: 2006) 
La Comisión toma nota de las observaciones de la Confederación Sindical Internacional (CSI) recibidas el 1.º de 

septiembre de 2015 que contienen denuncias de violaciones del Convenio en empresas e instituciones públicas específicas 
así como de las observaciones de la Coordinadora Sindical Salvadoreña (CSS), recibidas el 9 de septiembre de 2015. La 
Comisión toma nota adicionalmente de las observaciones conjuntas de la Organización Internacional de Empleadores 
(OIE) y de la Asociación Nacional de la Empresa Privada (ANEP), recibidas el 1.º de septiembre 2015. La Comisión pide 
al Gobierno que envíe sus comentarios respecto de todas las observaciones mencionadas. 

La Comisión toma también nota de las observaciones de carácter general de la OIE, recibidas el 1.º de septiembre de 
2015. 

Seguimiento de las conclusiones de la Comisión de Aplicación de Normas 
(Conferencia Internacional del Trabajo, 104.ª reunión, junio de 2015) 

La Comisión toma nota de la discusión que tuvo lugar en la Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia en 
junio de 2015 sobre la aplicación del Convenio por El Salvador. La Comisión toma nota de que la Comisión de la 
Conferencia pidió al Gobierno que: i) tome sin demora todas las medidas necesarias para identificar a los responsables del 
asesinato del Sr. Victoriano Abel Vega y sancionar a los culpables de este crimen; ii) asegure la plena autonomía de las 
organizaciones de empleadores y de trabajadores en los órganos de toma de decisiones paritarios o tripartitos, lo que 
requiere la convocatoria y constitución inmediata del Consejo Superior del Trabajo, en el que las reformas legales 
necesarias para garantizar esta autonomía deben ser objeto de consulta. A efectos de llegar a este resultado, el Gobierno 


